TEMA 14   INFRACCIONES Y SANCIONE STRIBUTARIAS. DELITOS CONTRA LA HACIENDA PÚBLICA

1- Disposiciones generales sobre infracciones y sanciones.

Como se justifica en la Exposición de motivos de la LGT,  el título IV regula la potestad sancionadora en materia tributaria de forma autónoma y esperada de la deuda tributaria.

En materia penal, la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, por la que se ha aprobado el nuevo Código Penal ha dado nueva redacción al título consagrado a los “Delitos contra la Hacienda Pública”

A) Sujetos responsables de las infracciones y sanciones tributarias: 

El artículo 181 de la LGT dispone que serán sujetos infractores las personas físicas o jurídicas y las entidades mencionadas en el apartado 4 del artículo 35 de esta Ley que realicen las acciones u omisiones tipificadas como infracciones en las Leyes.

El citado precepto incluye después una lista aclaratoria de los posibles infractores, en la que se alude: a los contribuyentes y sustitutos; a los retenedores y obligados a practicar ingresos a cuenta; a los obligados al cumplimiento de obligaciones formales, etc.

El artículo 179 recoge el principio de responsabilidad en materia de infracciones tributarias estableciendo que las personas físicas o jurídicas y las entidades podrán ser sancionadas por hechos constitutivos de infracción tributaria cuando resulten responsables de los mismos.

En este sentido el artículo 182 dispone que responderán solidariamente del pago de las sanciones tributarias las personas o entidades que sean causantes o colaboren en la realización de una infracción y los que sucedan por cualquier concepto en la titularidad de explotaciones económicas en relación con las obligaciones tributarias contraídas por el anterior titular.

La LGT establece que las acciones u omisiones tipificadas en las leyes no darán lugar a responsabilidad por infracción tributaria en los siguientes supuestos: 

· Cuando se realice por quienes carezcan de capacidad de obrar en el orden tributario.

· Cuando concurra fuerza mayor.

· Cuando deriven de una decisión colectiva, para quienes hubieran salvado su voto o no hubieran asistido a la reunión en que se adoptó la misma.

· Cuando se haya puesto la diligencia necesaria en el cumplimiento de las mismas obligaciones tributarias.

B) Concepto y clases de infracciones tributarias:

Son infracciones tributarias las acciones u omisiones dolosas o culposas con cualquier grado de negligencia que estén tipificadas y sancionadas como tales en esta u otra ley (artículo 183,1 de la LGT) Estas infracciones se clasifican en leves, graves y muy graves.

Ocultación de datos: por tal se entenderá la no presentación de declaraciones o la presentación de declaraciones incorrectas.

Medios fraudulentos: tendrán esta consideración las anomalías sustanciales en la contabilidad y en los libros o registros establecidos por la norma tributaria. También se consideran medios fraudulentos el empleo de facturas, justificantes u otros documentos falsos o falseados si representan un porcentaje superior al 10 % de la base de la sanción, o la utilización de personas o entidades interpuestas.

C) Clases y cuantificación de las sanciones tributarias:

· Clases: las infracciones tributarias se sancionarán mediante la imposición de sanciones pecuniarias (multa fija o proporcional) y, cuando proceda, de sanciones no pecuniarias de carácter accesorio, que se aplican en los supuestos de sanciones graves o muy graves. Las sanciones no pecuniarias están reguladas en el artículo 186 de la LGT.

· Criterios de graduación de las sanciones tributarias: son dos y se recogen en los artículos 187 y 188 de la LGT:

1) Circunstancias que incrementan la cuantía de la sanción:

 
- Comisión repetida de infracciones tributarias


- Perjuicio económico para la Hacienda Publica

- Incumplimiento sustancial de la obligación de facturación o    documentación

- Acuerdo o conformidad del interesado

2) Circunstancias que reducen la cuantía de la sanción: 

Con carácter general, para todo tipo de infracción, se prevé una reducción del 25% si se ingresa totalmente el importe de la sanción en periodo voluntario sin haber solicitado aplazamiento o fraccionamiento de pago y no se ha interpuesto recurso contra la liquidación ni la sanción. Por otro lado la posibilidad de reducirlas en 50% si se firma un acta con acuerdo o en un 30%  en los supuestos de conformidad con la propuesta de regularización.

· Extinción de la responsabilidad deriva de las infracciones y sanciones tributarias: 

La responsabilidad derivada de las infracciones se extingue por el fallecimiento del sujeto infractor y por prescripción. El plazo de prescripción para imponer sanciones tributarias es de 4 años y comienza a contarse desde el momento en que se cometieron las infracciones. Este plazo se interrumpirá por cualquier acción de la administración tributaria. Por lo que respecta a las sanciones tributarias, éstas se extinguen por pago o cumplimiento, por prescripción del derecho a exigir su pago, por compensación, por condonación y por fallecimiento de todos los obligados a satisfacerlas.

  2- Clasificación de las infracciones y sanciones tributarias.

La nueva LGT en los artículos 191 a 206 regula dieciséis tipos de infracciones tributarias:

· Infracción tributaria por dejar de ingresar una deuda tributaria que debiera resultar de una autoliquidación.

· Infracción tributaria por incumplir la obligación de presentar de forma completa y correcta declaraciones o documentos necesarios para practicar liquidaciones.

· Infracción tributaria por obtener indebidamente devoluciones.

· Infracción tributaria por solicitar indebidamente devoluciones o incentivos fiscales.

· Infracción tributaria por determinar o acreditar improcedentemente partidas positivas o negativas o créditos tributarios aparentes.

· Infracción tributaria por imputar incorrectamente o no imputar bases imponibles, rentas o resultados por las entidades sometidas a un régimen de imputación de rentas.

· Infracción tributaria por imputar incorrectamente deducciones, bonificaciones y pagos a cuenta por las entidades sometidas a un régimen de imputación de rentas.

· Infracción tributaria por no presentar en plazo autoliquidaciones o declaraciones sin que se produzca perjuicio económico, por incumplir la obligación de comunicar el domicilio fiscal o por incumplir las condiciones de determinadas autorizaciones.

· Infracción tributaria por presentar incorrectamente autoliquidaciones o declaraciones sin que se produzca perjuicio económico o contestación a requerimientos individualizados de información.

· Infracción tributaria por incumplir obligaciones contables y registrables.

· Infracción tributaria por incumplir obligaciones de facturación o documentación

· Infracción tributaria por incumplir las obligaciones relativas a la utilización del número de identificación fiscal o de otros números o códigos.

· Infracción tributaria por resistencia, obstrucción, excusa o negativa a las actuaciones de la administración tributaria.

· Infracción tributaria por incumplir el deber de sigilo exigido a los retenedores y a los obligados a realizar ingresos a cuenta.

· Infracción tributaria por incumplir la obligación de comunicar correctamente datos al pagador de rentas sometidas a retención o ingreso a cuenta

· Infracción tributaria por incumplir la obligación de entregar el certificado de retenciones o ingresos a cuenta.

3-El procedimiento sancionador en materia tributaria.

Se encuentra regulado en los artículos 207 a 212 de la LGT. El procedimiento sancionador se tramitará de forma separada a los de aplicación de los tributos.

· Iniciación e instrucción del procedimiento: este procedimiento se inicia de oficio mediante notificación del acuerdo del órgano competente. La instrucción se realizará también de oficio por parte de la hacienda pública. Concluida las actuaciones, se formulará una propuesta de resolución en la que se recogerán de forma motivada los hechos, su calificación jurídica. La infracción o ausencia de ésta y la sanción propuesta. La propuesta de resolución deberá ser notificada al sujeto, indicándole la puesta de manifiesto del expediente y concediéndole un plazo de 15 días para que aleguen cuanto consideren conveniente y presenten los documentos, justificantes y pruebas que estimen oportunos.

· Terminación del procedimiento: terminará mediante resolución o por caducidad. La resolución expresa deberá contener los hechos, la valoración de las pruebas, la determinación de la infracción, la identificación de los sujetos infractores y la cuantificación de la sanción que se impone. Si transcurre el plazo de seis meses sin que se haya notificado resolución expresa se producirá la caducidad del procedimiento.

4-Delitos contra la hacienda pública.

El título XIV del Código Penal, bajo la rúbrica “De los delitos contra la hacienda pública y contra la seguridad social” ha tipificado, en los artículos 305 a 310, como delitos determinados comportamientos que se pueden clasificar en: delito de defraudación tributaria, delito contable, delitos relacionados con el gasto público o con la obtención indebida de subvenciones y delito por defraudación a la Seguridad Social.

Con respecto a la defraudación tributaria, el artículo 305,1 dispone que: El que, por acción u omisión, defraude a la Hacienda Pública estatal, autonómica, foral o local, eludiendo el pago de tributos, cantidades retenidas o que se hubieran debido retener o ingresos a cuenta de retribuciones en especie obteniendo indebidamente devoluciones o disfrutando beneficios fiscales de la misma forma, siempre que la cuantía de la cuota defraudada, el importe no ingresado de las retenciones o ingresos a cuenta o de las devoluciones o beneficios fiscales indebidamente obtenidos o disfrutados exceda de 120.000 euros, será castigado con la pena de prisión de uno a cuatro años y multa del tanto al séxtuplo de la citada cuantía.

En términos semejantes se contempla el artículo 307 la defraudación a la seguridad social, que se considera delito cuando las cuantías defraudadas excedan de 120.000 euros.

Con respecto al delito contable, el artículo 310 dispone que: Será castigado con la pena de prisión de cinco a siete meses el que estando obligado por ley tributaria a llevar contabilidad mercantil, libros o registros fiscales:

a. Incumpla absolutamente dicha obligación en régimen de estimación directa de bases tributarias.

b. Lleve contabilidades distintas que, referidas a una misma actividad y ejercicio económico, oculten o simulen la verdadera situación de la empresa.

c. No hubiere anotado en los libros obligatorios negocios, actos, operaciones o, en general, transacciones económicas, o los hubiese anotado con cifras distintas a las verdaderas.

d. Hubiere practicado en los libros obligatorios anotaciones contables ficticias.

La consideración como delito de los supuestos de hecho, a que se refieren los párrafos c y d anteriores, requerirá que se hayan omitido las declaraciones tributarias o que las presentadas fueren reflejo de su falsa contabilidad y que la cuantía, en más o menos, de los cargos o abonos omitidos o falseados exceda, sin compensación aritmética entre ellos, de 240.000 euros por cada ejercicio económico.

TEMA 15 PROCEDIMIENTO DE REVISIÓN EN VIA ADMINISTRATIVA

1- Medios de revisión.

La normativa aplicable, tanto a los procedimientos especiales de revisión como a los recursos que se pueden interponer en vía administrativa, se encuentra contenida en la LGT y en el Reglamento General de desarrollo de la LGT en materia de revisión en vía administrativa, aprobado por Real Decreto 520/ 2005 de 13 de mayo.

  2- Procedimientos especiales de revisión.

Se encuentran regulados en los artículos 216 a 221 de la LGT. Tienen esta consideración: los procedimientos de revisión de los actos nulos de pleno derecho; la declaración de lesividad de actos anulables; la revocación; rectificación de errores y devolución de ingresos indebidos.

3-Recurso de reposición.

Está regulado en los artículos 222 a 225 de la LGT. Este recurso se interpone ante el mismo órgano que dictó el acto, el cual es competente para conocerlo y resolverlo.

4-Reclamaciones económico-administrativas.

-    Órganos competentes: son órganos competentes para conocer y resolver las reclamaciones económico- administrativas: el Tribunal Económico- administrativo Central, con competencia en todo el territorio nacional, y los Tribunales Económico- administrativos Regionales y Locales.

· Procedimiento en primera o única instancia: tiene tres fases: la iniciación que se realiza mediante escrito, la tramitación que la realiza el Tribunal y la terminación.

· Recursos en vía económico- administrativa: el recurso de alzada ordinario; el recurso extraordinario de alzada para la unificación de criterio; el recurso extraordinario para la unificación de doctrina y el recurso extraordinario de revisión.

5-Suspensión de la ejecución del acto impugnado.

Como regla general los recursos o reclamaciones no suspenden la ejecución del acto impugnado. La suspensión se produce de forma automática a instancias del interesado cuando éste garantice el importe del acto, los intereses de demora que genere la suspensión y los recargos.

